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CELEBRADA EL DÍA 06 DE DICIEMBRE DEL 2022.


PRESIDENCIA DEL DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ.

PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Doy la bienvenida a las diputadas y los diputados, tanto que están de manera presencial como también en línea, así como también a quienes nos acompañan los medios de comunicación, ciudadanas y ciudadanos. 
Damos inicio a la Reunión de Comisión Legislativa de Procuración y Administración de Justicia. Agradezco la asistencia de las diputadas y los diputados de la Comisión Legislativa de Procuración y Administración de Justicia y destaco su diligencia en el cumplimiento de nuestras tareas, en nombre de la LXI Legislatura y de esta comisión legislativa, le damos la bienvenida al Magistrado Doctor Ricardo Alfredo Sodi Cuéllar, Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México y del Consejo de la Judicatura del Estado de México y a los servidores públicos que le acompañan, esta es su casa, “La Casa del Pueblo” Presidente; asimismo, saludo a quienes nos acompañan en el Recinto y en las redes sociales. 
La reunión en modalidad mixta se basa en el artículo 40 Bis de la Ley Orgánica de este Poder Legislativo. 
Para la validez de la reunión pido a la Secretaría verifique el quórum, por favor diputado.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Muchas gracias Presidente. 
Procedo a verificar el quórum. 
(Registro de asistencia)
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Ha sido verificado el quórum, proceda abrir la reunión.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias diputado. Secretario. 
Se declara la existencia del quórum y se abre la Reunión de la Comisión Legislativa de Procuración y Administración de Justicia, siendo las dieciséis horas con cinco minutos del día martes seis de diciembre del año dos mil veintidós. 
En apego al artículo 16 del Reglamento de este Poder Legislativo la reunión es pública. 
Exponga a la Secretaría la propuesta del orden del día, por favor diputado.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. La propuesta del orden del día es la siguiente diputado Presidente.
1. Análisis de la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Supervisión y Asistencia de la Libertad en Ejecución Penal del Estado de México, presentada por el Magistrado Doctor Ricardo Alfredo Sodi Cuéllar, a quien damos la bienvenida a este Recinto, Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México y del Consejo de la Judicatura del Estado de México, participación del Magistrado Doctor Ricardo Alfredo Sodi Cuéllar, Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México y del Consejo de la Judicatura del Estado de México.
2. Clausura de la reunión.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias diputado Secretario.
Pido a quienes estén de acuerdo en que la propuesta que ha expuesto la Secretaría sea aprobada con el carácter del orden del día, se sirvan levantar la mano ¿En contra, en atención?
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. La propuesta ha sido aprobada por unanimidad. 
Damos cuenta también del pase de lista del diputado Omar Ortega diputado Presidente.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias Secretario. 
En atención al punto 1, iniciamos el análisis de la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Supervisión y Asistencia de la Libertad en Ejecución Penal del Estado de México, presentada por el Magistrado Doctor Ricardo Alfredo Sodi Cuellar, Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México y del Consejo de la Judicatura del Estado de México con el propósito de fortalecer los trabajos de análisis que llevamos a cabo asiste a esta reunión el Magistrado Doctor Ricardo Alfredo Sodi Cuellar, Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México y del Consejo de la Judicatura del Estado de México, a quien le reiteramos la más cordial bienvenida y nuestro agradecimiento por su disposición para el desarrollo de estos trabajos.
 Estimado Presidente, su presencia es consecuente con el principio de la adición de poderes y sobre todo con el ánimo de colaboración institucional para construir un marco jurídico eficaz que favorezca la justicia en favor de las y los mexiquenses.
En atención a las prácticas y usos parlamentarios, hará uso de la palabra el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México para dar cuenta de la exposición de motivos de la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Supervisión y Asistencia de la Libertad de Ejecución Penal del Estado de México, que en su oportunidad presentó a la LXI Legislatura. 
Doy la palabra al Presidente del Tribunal Superior de Justicia.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Muchas gracias. 
Muy buenas tardes. Saludó con mucho aprecio al diputado Gerardo Ulloa, a todas las diputadas y diputados que integran esta comisión, y reitero que es un alto honor para mí poder estar con ustedes, explicando la Iniciativa de Ley de Supervisión y Asistencia de la Libertad en Ejecución Penal del Estado de México, y señalar cuáles son los objetivos que se persiguen con la misma
Como antecedente les comento que se integró una comisión de juezas y jueces de ejecución, magistradas, magistrados para desarrollar el proyecto, porque la propia Ley Nacional de Ejecución Penal y también el Código Nacional de Procedimientos Penales, establece que el riesgo objetivo y la supervisión de la concesión de las libertades en materia penal, debe ser supervisada por un órgano que no esté vinculado a la policía o a los servicios de seguridad y que sea un órgano independiente y ajeno también al Poder Judicial, que es el que tiene que determinar cuándo se cumple con un riesgo objetivo de fuga y cuando existe evidencia de que no existe tal riesgo objetivo de fuga. 
El resultado de este ejercicio con juezas y jueces y especialistas académicos de la materia de ejecución penal, dio por resultado que, en la Sesión Ordinaria del Pleno del Tribunal del 20 de mayo, se aprobó el proyecto de iniciativa para ser presentado ante esta Legislatura. Como consideraciones básicas hemos tomado en cuenta primero que el sistema penal en el Estado de México, el Sistema Penitenciario en el Estado de México está sobresaturado que no existe un organismo autónomo que pueda determinar el riesgo objetivo de fuga y que siempre existe la parcialidad de los que intervienen en este proceso, porque son los que ejecutan la sanción y están en sede de la Secretaría de Seguridad. Por ello existe la necesidad de hacer una serie de adecuaciones legislativas concretamente, expedir la ley que se propone para hacerla congruente con el artículo 4 transitorio de la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
Ustedes recordarán que la materia procesal penal, se convirtió en una facultad que corresponde ahora al Congreso de la Unión, legislar en materia de Código de Procedimientos Penales, una legislación que se convirtió de ser una facultad residual que correspondía cada entidad federativa, ahora se convierte en una facultad explícita que le corresponde a la Federación el propósito era unificar obviamente el procedimiento penal. Independientemente de ello, cada Estado puede establecer sus características propias para la operación de la ejecución de penas, esa sigue siendo una facultad residual, porque inclusive la propia Ley Nacional de Ejecución Penal establece y el Código Nacional de Procedimientos Penales establecen la posibilidad de vigilar y supervisar la libertad de ejecución, la libertad en ejecución penal con la finalidad de insertar social, familiar y laboralmente y también económicamente, a una persona, a un PPL que se ha beneficiado con una libertad anticipada. Si se fijan ustedes, aquí hablo yo de inserción social y no reinserción social que es un cambio que se está proponiendo, no precisamente en la ley; pero sí en el discurso que debe orientar este tipo de acciones legislativas y ejecutivas, porque una persona que delinque y delinque por estar mal avenido en su ambiente social no puede ser reinsertado porque nunca estuvo insertado socialmente, sino que tiene que ser insertado por primera vez y se le tienen que dar todas las oportunidades, tanto desde la perspectiva social, familiar, laboral y económica para que sea un ciudadano benéfico a su comunidad y que sea una persona que pueda convivir en paz con sus semejantes.
	Entonces el primer objetivo es regular la supervisión en vigilancia de la libertad en la ejecución penal. Segundo, determinar la autoridad encargada para la supervisión de libertad en ejecución penal porque ya no debe de ser la autoridad penitenciaria.
Los criterios internacionales al respecto establecen que la autoridad penitenciaria ejecuta; pero no puede ser la que valore el riesgo-objetivo para la concesión de beneficios, porque estaría haciendo juez y parte.
	Por lo tanto, tiene que ser una autoridad distinta a la penitenciaría o de las instituciones policiales la que determine esto, como en el Estado de México no hay ninguna autoridad que lo haga, lo ha asumido como tal la autoridad penitenciaria; pero en consideración del Poder Judicial del Estado de México es una función que no le corresponde ni por convencionalidad, los tratados que ha celebrado el Estado Mexicano disponen algo diferente y también porque tanto el Código Nacional de Procedimientos Penales como la Ley Nacional de Ejecución de Sanciones o de Penas disponen la determinación por parte del Poder Legislativo de cada Entidad Federativa de esa autoridad encargada de llevar a cabo la supervisión.
	Y también se propone en consecuencia la creación del Centro de Supervisión de Libertad en Ejecución Penal que en la iniciativa de ley se propone que dependa de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos, como un órgano desconcentrado de dicha dependencia y que pueda obtener, actuar con autonomía técnica y de gestión.
	En el contenido de la ley si ustedes la revisan, destacan estos puntos. Primero se determina la creación de ese centro de supervisión de penas, y de ejecución de sanciones penales, se establecen los requisitos para el titular del Centro de Supervisión y se diseña una estructura del órgano, basada en 3 unidades: 
La primera valoración de riesgo-objetivo, 
la segunda supervisión de la libertad anticipada y 
tercero, el enlace que requiere siempre con las autoridades que están operando, vamos hasta los sistemas de geo localización o brazaletes.
	También determina la forma en qué se tramitarán los procedimientos para la obtención del beneficio, ya no se dejan a criterio de una autoridad administrativa; sino que la propuesta es que sea el Órgano Legislativo el que regule estos aspectos y se fijan las condiciones y restricciones para que la persona beneficiaria y las consecuencias del incumplimiento, le acarrearían en caso de violar esa libertad condicionada.
	También define los órganos auxiliares y dispone la creación de una base de datos operada por el Centro de Supervisión, precisamente para analizar la reincidencia y en qué casos se violan esos requisitos para obtener el beneficio preliberacional y eso nos permite tener más información sobre este tipo de fenómenos, hasta la fecha hoy en día no se lleva a cabo de manera sistemática, ordenada, ni regulada la gestión y almacenamiento y procedimiento de estos datos.
	Si las diputadas y los diputados tienen a bien aprobar esta iniciativa y legislar al respecto, el Estado de México será el primer Estado de la República Mexicana que tenga este tipo de ordenamiento, el primero que tenga esta Unidad de Supervisión y Asistencia en la Libertad, con esa ley; además se da cumplimiento a una exigencia en la Ley Nacional de Ejecución Penal que en otros Estados lo han ignorado, en otros Estados simplemente no está en la Agenda Legislativa ni en la Agenda Judicial y se estaría también brindando certeza jurídica, le pongo ahí seguridad y certeza jurídica a los actores procesales sobre la supervisión y vigilancia de la libertad en ejecución penal.
Ya no sería una facultad ni graciosa, ni discrecional, ni arbitraria, sería a partir de que ustedes así lo determinen, una facultad reglada, normada, supervisada por un responsable y desde luego, con un sustento jurídico que le dé seguridad jurídica, certeza jurídica a los que estén cumpliendo una sanción de tipo penal, también la finalidad es al inserción social, familiar, laboral y económica de las personas beneficiadas; esta unidad también podría promover una serie de acciones para generar fuentes de empleo a las personas privadas de su libertad que obtengan sus beneficios, porque la única forma de poder insertarlo socialmente, es a través de su reincorporación o su incorporación a un núcleo social activo o proactivo, que les permita tener una relación sana con la familia, con un ambiente laboral posible, de acuerdo a sus capacidades y actitudes y se establece; pero eso actualmente no existe, no se dan esas circunstancias y esta unidad tendría la obligación de hacerlo. Se establece también la participación de las organizaciones de la Sociedad Civil, sin fines de lucro, previamente certificadas que promuevan programas para la inserción social, en varias momentos he propuesto yo la creación e inclusive de una Cámara Estatal de la Industria Penitenciaria, donde la persona que este privada de su libertad pueda tener un desarrollo profesional y una capacitación a un estando privado de su libertad y el sueldo que se le page, estaría dividido en 3 partes, esto les pongo un ejemplo de lo que podría ser esta unidad.
La primera parte seria para la manutención de la familia del PPL, 
La segunda se le guardaría el PPL para que, al momento de obtener su libertad, tenga un pequeño patrimonio que le permita insertarse socialmente y
La tercera para reparar el daño a las víctimas y el pago de las multas correspondientes. De esta manera se generaría una sinergia social en un círculo virtuoso que nos permitiría reinsertar de mejor manera a las personas privadas de su libertad.
El centro de supervisión que se propone crear, coadyuvará con el juez de ejecución penal en la valoración de riesgo objetivo, qué es la valoración de riesgo objetivo, cuando se otorga una libertad y hoy es un tema de vanguardia, cuando se considera el otorgamiento de una, de un beneficio preliberacional o de un beneficio procesal, se tiene que valorar el riesgo objetivo de fuga o el riesgo objetivo que permita la inserción o la no inserción social de una persona, esto lo tiene que hacer especialistas, técnicos, trabajadores sociales, psicólogos, sociólogos que puedan determinar si una persona presenta un riego posible de fuga a partir de su falta de arraigo, a partir de su falta de vínculos, a partir de su falta de trabajo o de la carencia de oportunidades sociales y personales o profesionales que tenga con base en un perfil que se evalué por parte de esta autoridad.
Por eso, el centro; además será un enlace con autoridades y órganos auxiliares de todo tipo que facilite y favorezca ese proceso de inserción social; también puede ser un promotor de beneficios laborales o de oportunidades laborales para que las personas que están peleando su libertad o tengan su libertad, no reincidan y no vuelvan otra vez a un circulo perjudicial y además en ello, estarían supervisados; también se evitarían los cargos de impunidad a vehículos a sustracción de la acción de la justicia por parte de las personas sentenciadas y beneficiadas con la libertad condicionada o que se sigua poniendo bajo un riesgo innecesario a las víctimas, ofendidos, testigos y a la sociedad en general.
Hoy por hoy, cuando se concede o se determina una prisión preventiva, ya no debe de ser una prisión preventivo oficiosa como tal ciega y sin consideración alguna, si no que la nueva tendencia en materia jurisdiccional es oficiosamente considerar la prisión preventiva, aunque no la pida la autoridad ministerial, pero considerarla; pero aplicarla solamente únicamente, exclusivamente de manera justificada y para justificar una prevención preventiva se requiere evaluación y un riego objetivo de fuga, de lo contrario no se justifica de ninguna manera.
Evidentemente esto abona también a la presunción de inocencia, también se busca armonizar la Ejecución Penal y en consecuencia, en la exposición de motivos de esta ley, se plantean algunas cosas que no incluyo en la iniciativa; pero que el impacto legislativo de esta ley que proponemos, va a tener que considerarse la afectación o la modificación, en el Código Penal de los artículos que ahí se menciona y que los detalles se especifican en el proyecto iniciativa que presentamos en la exposición de motivos, tanto del Código Penal, como la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México con adecuaciones para crear este órgano como desconcentrado de la Secretaría de Seguridad Pública.
	También hicimos un ejercicio; pero es un ejercicio simplemente potencial, un ejercicio de imaginaria, de cuál podría ser la estructura y plantemos 2 estructuras posibles con el equipo de organización del Poder Judicial del Estado de México y plantemos aquí una primera estructura con un eventual costo, un impacto presupuestal que sería de 8.9 millones de pesos anualmente y ésta otra estructura que sería de 8.7 millones de pesos, donde se presenta una estructura un poco más liviana; pero ambas estructuras tienen un sustento operativo en las 3 unidades que se busca crear con la ley y una estructura básica.
	Aquí lo más importante de este tipo de órganos, son los técnicos, los peritos, psicólogos, sociólogos, trabajadores sociales que apoyen esta estructura, esto es muy importante que se tome en cuenta y que no deben de estar en la Secretaría de Seguridad ni tampoco deben de estar dependiendo de algún Órgano Policial, tampoco deben de estar dependiendo del Poder Judicial, porque seríamos juez y parte; pero sí en una dependencia del Ejecutivo que consideramos la más prudente, a Secretaría de Justicia y Derechos Humanos y de esta manera como órgano desconcentrado con autonomía técnica y de gestión, podría determinar objetivamente el riesgo de fuga. 
Esta sería básicamente la propuesta y desde luego quedo a sus órdenes para cualquier duda o aclaración que gusten realizar, este aspecto, el último que presenté, se refiere simplemente a un impacto posiblemente en el presupuesto y desde luego, todo esto tendría que ser motivo de un convenio de colaboración ejecutivo-judicial para la capacitación de estas personas que sería un tema en el que yo como Presidente del Consejo de la Judicatura, me comprometería que a través de la Escuela Judicial se dé la capacitación a estos órganos para generar obviamente los profesionales, porque es el Poder Judicial el que revisa esto, qué efectos podría tener positivos esta ley; primero, el de terminar un riesgo objetivo de fuga legitimado, serio, eficaz, permitiría conceder más beneficios a las personas privadas de su libertad, permitiría objetivizar un riesgo de fuga al momento de imponer una prisión preventiva justificada o bien, una medida cautelar diversa, lo ideal es poner medidas cautelares diversas a la prisión preventiva; pero para poderlas justificar con plenitud con suficiencia, evaluar el riesgo objetivo de fuga por un órgano independiente al Poder Judicial es fundamental, desde luego, el juez va a valorar y va a motivar su resolución y va a decidir si ese riesgo objetivo de fuga es lo suficientemente elevado para justificar una prisión preventiva justificada para imponer una prisión preventiva o bien no lo es y sería suficiente con una medida cautelar diversa.
	Al momento de obtener beneficios preliberaciones, cuando se cumple una parte de la sentencia, este órgano técnico determina, no solamente el riesgo objetivo y que concedería, permitiría conceder a los jueces de ejecución penal ese beneficio; también llevaría a cabo la supervisión de estas personas de tal manera que si estuviera vigilando que efectivamente tengan una reinserción laboral, que efectivamente tengan una reinserción familiar, que efectivamente tengan una inserción social adecuada bajo un órgano de supervisión y la tercera etapa, sería la evaluación del proyecto, de esta manera, estaríamos nosotros también despresurizando los centros de detención, donde tenemos un sobre cupo de más del 160% de PPL’s que están privados de su libertad en el Estado de México.
	No creo que la alternativa sea construir más penales, más bien, la alternativa es hacer más eficiente el Sistema de Supervisión y Ejecución de Penas y desde luego, la actuación de los Poderes Judicial y Ejecutivo que, de manera coordinada, podrían operar este modelo.
	Quedo a sus órdenes diputadas y diputados, seño Presidente, es todo. Es cuanto.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias magistrado.
	Yo pregunto y consulto a las diputadas y los diputados, quienes deseen hacer uso de la palabra. Por favor Secretario, registramos ahí a los participantes, pidió la palabra la diputada.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Gracias secretario, antes de dar la palabra, también le agradecemos la presencia del diputado Mario Santana Carbajal como diputado asociado y harán uso de la palabra la diputada María Luisa, y es la única persona que tenemos registrada. 
Perdón el diputado Braulio Álvarez Jaso también y el diputado Faustino también tiene uso de la palabra, el diputado Mario Ariel Juárez. La diputada María Luisa tiene uso de la palabra.
DIP. MARÍA LUISA MENDOZA MONDRAGÓN. Pues como siempre Presidente, todas las iniciativas que presenta usted a esta Cámara tienen un toque especial y es esta la vanguardia de lo que hoy se requiere también en el tema de Procuración y Administración de justicia y sobre todo en el tema hoy de la Ley de Supervisión de Asistencia de la Libertad de la Ejecución Penal del Estado de México.
Yo quisiera preguntarle dos puntos. Uno, refería usted que este órgano o esta institución como tal, no habrá de depender del Poder Judicial. Mi pregunta sería ¿Tenemos la Secretaría de Justicia que pertenece al Ejecutivo, habrá de depender de manera directa de esa Secretaría o tendrá que tener su propia naturaleza como autónomo? Sería mi primera pregunta.
Mi segunda pregunta, refiere usted que el presupuesto que se requiere para poder operar esta institución son de 8.9 millones, preguntarle, seguramente dentro de lo que trae el sistema de gobierno, hoy con la aprobación del Paquete Presupuestal, preguntarle si ya han considerado o ha manifestado esta intención para que pueda poder ser visible para el siguiente año, una vez que prácticamente estamos a cierre de año fiscal; pero que el siguiente, para que pueda ser algo palpable, los mexiquenses lo puedan ver, si ya también está presupuestado para eso. Serían dos mis preguntas Presidente, por sus respuestas, muchas gracias.
PRESIDENTE DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Adelante Magistrado Presidente.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Le comento que sería un órgano desconcentrado de la Secretaría de Justicia, o sea, estaría incardinado a la Secretaría de Justicia, pero como un organismo autónomo, como obviamente como un órgano desconcentrado con autonomía técnica y de gestión.
Se propone que el Director de este Centro, titular de este centro, sea designado por el Ejecutivo del Estado, por el Gobernador; pero tendría autonomía técnica y de gestión; inclusive podría hacerse una persona que tenga las características que incluso se plantean en la ley y sería una persona con un perfil eminentemente técnico, que pueda garantizar autonomía técnica y de gestión para operar este modelo.
Entonces, sería un organismo desconcentrado de la propia Secretaría de Justicia, por eso se plantea la necesidad de hacer una reforma a la Ley Orgánica de la Función Pública del Estado de México, para crear ese organismo desconcentrado de la Secretaría de Justicia y darle ahí sus atribuciones, aparte de las que tenga por ley, sus atribuciones orgánicas en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México. Esa sería la primera pregunta.
Y la segunda, sí efectivamente, he tratado este tema con el Secretario Ezpeleta, con el Secretario General de Gobierno, Luis Felipe Puente. Se hizo un ejercicio provisorio de asignación presupuestal; pero que yo creo que no tendría impacto para el próximo presupuesto, porque de aprobarse esta ley, se propondría que en un transitorio se generara todo un proceso de formación, selección y operación no sólo del titular, sino también de todos los que van a integrar este órgano, porque requieren no solamente un proceso cuidadoso de selección, sino técnico.
Realmente el impacto presupuestal sería para el 2024, porque se prepararía todo este año 2023, para no hacerlo improvisado con la capacitación y adiestramiento de estas personas y, desde luego, sí estaríamos en posibilidad de que esto empezara a operar, no sé, a finales de 2023; pero en realidad, el impacto presupuestal que debería de considerar sería para el 2024, esto tendría que estar presupuestado para el 2024, en el próximo Ejercicio de la Iniciativa Presupuestal, no para este año; sino para el que entra.
Porque insisto, tenemos que prepararlo, no debemos de generar un órgano de esta naturaleza que requiere una formación técnica y profesional específica de manera improvisada o que vaya a nacer con insuficiencia técnica o capacidad de gestión.
Entonces, por eso, se ha planteado esa circunstancia y efectivamente, cuando lo platiqué con el Secretario de Justicia y con algunas autoridades del Ejecutivo, al principio, fuera de actas hubo un poco de resistencia para crear este organismo. Después quedaron convencidos de que es necesario, de que es necesario, de que no es ensancharles o cargarles una responsabilidad adicional, sino que es una necesidad para operar un sistema penitenciario eficiente y moderno, porque ahorita todo lo queremos, en este momento, todo se quiere resolver metiendo a la gente a la cárcel; es el peor de los modelos que podemos tener en un Estado y en un País, tratar de sancionar preventivamente a todos con una prisión preventiva.
Y segundo, no concederles los beneficios penitenciarios porque nadie los pide, nadie los conoce, nadie los aplica y esta unidad tendría como responsabilidad estar supervisando que se cumplan y estar despresurizando los penales, como ejemplo, estos últimos 2 años se han aportado más o menos unos 4 mil preliberados, 2 mil 800 más o menos por amnistía; pero aproximadamente unos mil 300, mil 400 por pre liberaciones y podrían ser más si tuviéramos un órgano técnico que nos permitiera evaluar el riesgo objetivo. Como no lo hay, estamos sujetos a lo que el régimen interdisciplinario penitenciario, nos determine las personas.
Entonces, ese riesgo objetivo no se analiza de manera objetiva, imparcial y ajena el Sistema Penitenciario; entonces, lo que se propone es que este organismo permita ajenamente, fuera del Sistema Penitenciario, de los sistemas multidisciplinarios al interior del reclusorio, que determinan cuando alguien tiene buena conducta o no, que son criterios cerrados, internos y penitenciarios a tener un criterio de inserción social con visión social, económica, laboral y de inserción a un mercado laboral.
Este órgano no lo tiene ningún Estado, el Estado México; creo yo que seríamos pioneros, pero además es un órgano necesario, precisamente para poder resolver esa saturación o esa falta de elementos para determinar riesgos subjetivos de fuga o riesgos objetivos de inserción social y desde luego, sí estuvo platicado el tema con la Secretaría de Justicia y con el Poder Ejecutivo.
Gracias diputada.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias Magistrado Presidente. Tiene el uso de la palabra el diputado Faustino de la Cruz. 
DIP. FAUSTINO DE LA CRUZ PÉREZ. Gracias. Bienvenido señor Magistrado. Ya contestó uno de cuándo se ejercería este proyecto para el 2024, se preparan el 23 obviamente.
Una de mis preguntas es ¿Por qué crear más estructura? Dos ¿Cuál es el nivel socioeconómico de los PPL’s que están saturando las cárceles? ¿Cuántos en el último año o los 2 últimos años, han logrado la pre liberación y si estos han reincidido y si el Estado ha procurado su reinserción social de orden laboral? 
Esas serían mis preguntas, a fin de seguir analizando la propuesta. Gracias.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Gracias señor diputado. Miren ¿Por qué más estructura o por qué una estructura nueva? Porque no existe actualmente. No existe esa estructura para determinar el riesgo objetivo. 
¿Cómo se hace ahora? Con criterios que el Poder Judicial no tiene un elemento objetivo para evaluar ese riesgo; no lo hay. 
Entonces los jueces improvisan y muchos se resisten a tomar decisiones pre liberacionales, porque no hay un órgano que determine el riesgo objetivo de fuga, con la legitimidad legal que se requiere. Por eso la Ley Nacional de Ejecución de Sanciones, prevé la necesidad de un organismo autónomo que determine el riesgo objetivo de fuga, no lo hay hoy en día. Entonces, si no lo hay, qué sucede cuando a un juez, una persona le pide su pre liberación, pongo un ejemplo que a lo mejor se permite comprender el fenómeno con más claridad.
Una persona condenada, vamos a poner 10 años de prisión, cuando cumple dos terceras partes de su condena, 6 años, sería candidato a obtener una pre liberación; ahora, esa pre liberación ¿Cómo se va a determinar? Porque el juez dice, puede concederla juez, el juez la puede conceder siempre y cuando analice el riesgo objetivo de fuga o de reinserción o el riesgo que puede tener al momento de regresar a la sociedad, afectando a testigos, víctimas, familia, etcétera. 
La elaboración de los estudios técnicos, no se tiene hoy en día, no existe, no existe, entonces, que se toma en cuenta el informe penitenciario de cómo se ha comportado, eso no es un riesgo objetivo de fuga, eso es un informe de conducta penitenciaria; entonces, quién elaborará ese análisis de riesgo objetivo de fuga, lo tendría que determinar este organismo con autonomía técnica y de gestión con base en criterios técnicos. 
Hoy que sucede, los jueces son reticentes a conceder eso, porque finalmente la decisión va a caer en ellos y va a decir, yo voy a liberar esta persona y resulta con que se integra a la sociedad y vuelve a ser un delincuente peligroso o va y molesta a las víctimas, a los testigos, etcétera, vengándose de ellos. 
Uno. No hay ninguna autoridad que supervise eso. 
Hoy por hoy sale una persona preliberada y se va a la buena de Dios, no hay quien lo supervise, no hay quien lo vigile, no hay quien lo controle, no hay quien vea si está trabajando, si no está trabajando y verifique o valide si está cumpliendo con el régimen especial que le impone el juez para obtener su libertad. 
Segundo. Los jueces no tienen un parámetro real ni objetivo y ante la ausencia de eso, prefieren abstenerse de dictar las preliberaciones. 
En lo que va del año, 561 PPL’s, fueron preliberados en lo que va de este año y 775 se dieron por compurgados, de un total de mil 336, pero este número de 561 PPL’s, podría incrementarse si los jueces tuvieran un elemento objetivo para establecer el riesgo objetivo para la reinserción social, que hoy no lo hay, por eso se requiere de una nueva estructura. 
El nivel socioeconómico de las personas, evidentemente las personas privadas de libertad, el nivel socioeconómico, se deteriora notablemente, puede ser un nivel socioeconómico cuando ingresaron y será uno mucho peor cuando egrese, porque no hay ninguna institución que les procure un modelo de inserción social, el Sistema Penitenciario que depende de la Secretaría de Seguridad, compurga la sentencia, ahí los tiene detenidos, compurgando una pena, en las condiciones que sean, no viene al caso evaluarlas en este momento; pero no existe ninguna autoridad que les facilite su proceso de inserción, esta autoridad sería precisamente para ese tema.
Y la reincidencia, hoy por hoy, se lleva un estudio de reincidencia; pero en la Fiscalía, cuando una persona reincide, se lleva en la Fiscalía un registro, sí, por supuesto, no sé cómo se lleve, no he visto su efectividad; pero lo que sí he visto es que hoy por hoy las tendencias del derecho penal de personas y de hechos, hoy se dice que es un derecho penal, de hecho, no de personas; entonces, el tema de reincidencia, habitualidad o recurrencia en la comisión de delitos ya no tiene efectos para la pena; entonces, qué ha pasado en la Fiscalía, han dejado de tomar en cuenta esos datos estadísticos, porque no le son útiles para el momento de presentar o judicializar una carpeta por la nueva tendencia del derecho penal de hecho y no de personas, o sea, qué voy a juzgar, el hecho no a la persona que lo cometió; entonces, si la persona que lo cometió es multireincidente habitual, ya es un delincuente contumaz, eso no nos importa, porque hay que juzgar el hecho y entonces, ese tipo de circunstancias impide que la Fiscalía tenga un registro adecuado; es decir, hoy por hoy ignoro cómo sea, pero como no lo usan, para qué lo hago, eso implica dinero, recursos, esfuerzos y eso no se lleva. 
Esta base de datos, sí le daría un seguimiento puntual a las personas que obtienen su libertad y se les daría un seguimiento para determinar inclusive una política criminal y de reinserción social. Hoy por hoy no tenemos esa política criminal ni de reinserción social con base en datos objetivos y medibles, uno de los objetivos de esta ley, una de las 3 unidades que va a tener esta unidad de supervisión de ejecución de sanciones, es precisamente la Unidad de Supervisión y Vigilancia que a través del control de las personas que obtienen su libertad y del manejo de la estadística, podemos determinar y crear una política de reinserción social o de inserción social, a partir de esa información, espero haber contestado, señor diputado.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Gracias, Presidente Magistrado.
Tiene el uso de la palabra el diputado Braulio Álvarez Jasso.
DIP. BRAULIO ÁLVAREZ JASSO. Muchas gracias, sea bienvenido Doctor Ricardo Sodi Cuellar, Presidente del Tribunal aquí a “La Casa del Pueblo”. 
Primero, reconocer esta iniciativa, que me parece que es una iniciativa muy vanguardista, que además, obviamente el tener pues obviamente la posibilidad de analizar la libertad condicionada a través de este Centro de Supervisión y que viendo ya la estructura; me parece que es una estructura inicial, modesta que realmente no tiene un impacto mayor económicamente hablando de 8.7 millones de pesos, que probablemente podría ser que de acuerdo a la carga que en su momento pueda tener, tendrá que ir creciendo gradualmente y que el costo que implica para el Estado, el poder tener a personas privadas de la libertad y que pudieran a lo mejor, acceder a esta libertad condicionada, pudiera ser mayor que lo que realmente implica esta estructura. 
Me parece que es una iniciativa muy importante de un impacto, precisamente porque también, vamos a adelantar la inserción, precisamente porque no nos vamos a esperar hasta que terminen la condena; sino que previamente, anticipadamente, vamos a poder ya insertarlos de manera a la vida social y económica; en fin. Entonces yo la celebro, la veo una iniciativa que verdaderamente va a ayudar muchísimo al Estado y a la sociedad. 
Muchas felicidades, Doctor. Muchas gracias.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Muchas gracias diputado. Inclusive de la estadística que me acaban de pasar a ver 561 preliberados 775 con purgados, los 775 tuvieron que esperar a cumplir su condena, desde de Punta Cola, como se dice en el argot penitenciario, o sea, de principio a fin, cuando estos 775 a lo mejor pudieron haber obtenido su libertad anticipadamente y tener una despresurización mayor de los Centros Penitenciarios. 
Yo hago esta reflexión sin la Ley de Amnistía que ustedes aprobaron y sin las deliberaciones que hemos tenido en el Poder Judicial súmenle a 2 mil 800, mil 300 estamos hablando de 4 mil, si ahorita el Sistema Penitenciario tiene alrededor de 34 mil PPL’s, súmenle otros 4 mil más, si eso está al 160% de la capacidad, imagínense cómo estaríamos ahorita con un problema penitenciario aún más grave, este tipo de leyes y este tipo de estructuras, nos salen más baratas que tener PPL’s en la cárcel. Hagamos el ejercicio de cuánto cuesta un PPL y ese dato creo que lo podemos obtener y pido a mi equipo que lo investigue ¿Cuánto cuesta un PPL? Una persona privada de su libertad en función de cuánto costaría supervisar su preliberación y verían como la economía del Estado se vería beneficiada, porque nos ahorramos dinero, en vez de justificar que sea una estructura más y más gasto, no, vamos a ahorrar dinero en el mantenimiento de las personas privadas de su libertad, que tienen un costo elevado, muy elevado, porque ahí se les da no sólo comida, asistencia médica y una serie de servicios adicionales que elevan el costo de mantener una persona privada de su libertad. Sale más barato al Estado de México tenerlos en libertad supervisados que tenerlos presos. Eso sería una reflexión adicional a eso. Gracias, diputado.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Gracias. Magistrado Presidente tiene el uso de la palabra el diputado Mario Ariel Juárez. 
DIP. MARIO ARIEL JUÁREZ RODRÍGUEZ. Muchas gracias. Buenas tardes, compañeras, compañeros; Presidente Magistrado, es un gusto siempre recibirlo aquí. 
Desde luego que el tema que presenta hoy para que sea analizado por el Legislativo y escuchando todo lo que usted ha expresado en función de ese trabajo que han hecho para poderla presentar el día de hoy; me parece que va a ser relevante, aquí en el Estado de México tenemos la única Comisión de Sistema Penitenciario a nivel nacional, no hay otra, tiene desde luego, como comisión especial, le falta darle mucha forma.
Creo que esto viene inclusive a robustecer esta comisión, porque literal, lo único que en estos momentos podemos hacer, precisamente es velar por los derechos humanos de los PPL´s, en función inclusive de lo que hoy usted, nos presenta como parte de su propuesta que tiene que ver inclusive con Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos, que tiene que ver sobre cómo están operando las cárceles en estos momentos y que va muy de la mano a acabar con muchos vicios y muchas situaciones de tortura, de falsos culpables o inclusive de aquellos que sin sentencia por el delito que cometieron, quizás ya cumplieron la condena si fuesen sentenciados; pero siguen en la cárcel, siguen privados de su libertad, porque es tal la saturación que se tiene con quienes tienen que dar la sentencia o en aquellos casos que lo platicábamos, ya en ocasiones anteriores, qué pasa con la reparación del daño, ya se cumplió la sentencia; pero no se ha reparado el daño, hablamos de aquel que tiene que ver con lo económico y que eso es lo único que lo detiene en la cárcel, que no se genera esta parte.
Entonces; me parece que es importante que entremos a ese análisis porque esto inclusive, permite, desde mi óptica, desde mi opinión que no se meta mano de ningún otro de los 3 poderes, o de ninguno de los 3 poderes ¿Por qué? Porque permitiría inclusive una total independencia como la Fiscalía.
Aquí obviamente la parte que yo veo importante es que, se puede inclusive presentar la terna como se hace para elegir al Fiscal del Estado de México por parte del Gobernador, designarlo por el Gobernador estaría entonces a decisión del Poder Ejecutivo; sin embargo, creo yo que si hoy usted está considerando como una parte que puede intervenir que el Poder Legislativo para poder revisar todos estos casos, que en algunos momentos los hemos comentado con las otras propuestas que usted ha traído y que hemos visto lo difícil y lo complicado, inclusive el vicio que se presenta con los propios abogados defensores de su cliente, en este caso del PPL; pero que es una sacadera de dinero impresionante que inclusive lleva a las familias, sobre todo a las de escasos de recursos a tener que deshacerse inclusive de su patrimonio para poder pagar una defensa que en ocasiones, simula defender, porque si algo le conviene a los abogados hoy en día es alargar los casos de cada uno de los PPL´s, porque reitero dinero para copias, dinero para pasajes, dinero para el secretario de acuerdos, dinero para todo, más aparte sus honorarios, que eso es de lo que se tiene que revisar y obviamente el costo-beneficio va a ser mayor, toda vez que en la cárcel tiene que estar quien tiene que estar, no los inocentes, no aquellos que por una u otra cosa están injustamente privados de su libertad.
El costo-beneficio, usted lo precisaba muy bien, hoy en día seguridad pública dentro de toda su estructura, hay una Subsecretaría de Sistema Penitenciario que recibe en este año la propuesta que presentó el Ejecutivo, es de más de 4 mil millones, poquito más de 4 mil millones de pesos ¿Cuánto cuesta mantener a un PPL? Sólo de alimentos, 90 pesos desayuno, 90 pesos comida, más agua, más todo lo que implica ¡Claro!
	Entonces estamos hablando que literal, para los 34 mil internos que se tienen ahorita o privados de su libertad en las cuentas que usted está sacando.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Son los mil 336.
DIP. MARIO ARIEL JUÁREZ RODRÍGUEZ. Sabemos nosotros el costo de las comidas, porque es lo que estuvimos trabajando, hasta ahora que cambiaron a Palma, Manuel Palma, sobre las condiciones previamente de los alimentos, porque sí al estado le cuesta 90 pesos, pero en la realidad al proveedor inclusive hasta con alimentos echados a perder es lo que le está dando al PPL y eso y un sin fin de cosas, porque ahí llevan a cabo actividades, tienen maquinas, tienen herramientas, tienen material, tienen propiamente una cocina, hay algunos PPL que ahí trabajan, hay gente que tiene buena conducta y que; sin embargo, si entran por un delito de robo, conviven con secuestradores, con violadores, con extorsionadores y entonces, hay una contaminación completa y total.
Entonces, creo que esto permite que se le pueda dar un avance mucho muy importantes, sobre todo porque en lo particular; creo de construir, de aprobar aquí un presupuesto para construir un reclusorio, pues yo prefiero que estemos discutiendo presupuesto para crear una universidad y no se cancelen, las probables construcciones por falta de recursos, como paso en Naucalpan; sin embargo, creo que esto va dar para algunas reuniones de las comisiones distintas que vamos a tener que intervenir, dentro de ellas, ésta que es de Procuración y Administración de Justicia y en hora buena y desde luego que, como ha sido nuestra participación va en un sentido de sí de critica; pero también de propuesta, no es en ningún otro sentido, más que el sacar esto, lo mejor posible para que se pueda despresurizar todo este hacinamiento que tenemos en cada una de los Centro Penitenciarios y que permita insertar, no reinsertar; sino insertar, precisamente que es la palabra correcta a aquellos que tuvieron algún error que se puede considerar que ya cumplieron con su castigo pero que tienen que regresar a la vida social y sobre todo, acabar con tanto sufrimiento de las familias de los PPL´s que son los quien en este esquema de corrupción la parecen mucho en los Centros Penitenciarios.
Muchas gracias.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Muchas gracias por sus comentarios diputado siempre muy valioso y oportunos.
Las cuentas por su equipo, señala que un PPL, no solamente es comida custodios, servicio médico, instalaciones, agua, algún otro servicio adicional, según lo que me informan, los datos que tenemos 700 pesos por día. Supongamos en el ejercicio que les comenté de mil 336 PPL´s que salieron compurgados; pero no preliberados hagamos el ejercicio con esos, si multiplicamos 700 pesos por mil 336, nos da 935 mil 200 pesos por día, nada más con 10 días que les ahorremos, ya sacamos el presupuesto de toda la unidad completa de un año.  Claro podríamos analizar los numero con más detalle; pero lo sí es un hecho, que creo yo que se sostiene y se sostendrá más haciendo la aritmética de estos números, es que nos sale más barato como sociedad mexiquense, como Gobierno Mexiquense, una persona preliberada y supervisada, en eternización que una persona interna en un reclusorio.
Por ello el presupuesto y la estructura; creo que se justifica, porque tendría un ahorro; sin duda, es una estructura que como decía el presupuesto tiene que ir creciendo y justificándose, en la medida en que esta unidad justifique su necesidad, seguramente incrementarán las posibilidades de partidas presupuestales para esta unidad y efectivamente se trata de un Órgano con Autonomía Técnica y de Gestión, sí bien desconcentrado de la Secretaría, es un Organismo con Autonomía Técnica y de Gestión, como poner un ejemplo, con proporción guardada, el OSFEM qué es, es un Órgano desconcentrado al Poder Legislativo, con Autonomía Técnica y de Gestión; sería lo mismo, sería un símil de lo que buscamos; ahora la designación del titular, puede ser lo que ustedes digan o una propuesta de la Legislatura y que el Ejecutivo escoja uno de esos 3, como quieran; la cuestión es hacerla de tal manera e inclusive, sí se pretende que el nombramiento sea de 4 años y con posibilidad de una relección de otros 4, eso ya es una decisión que tiene que considerar la Legislatura; yo lo propuse de una forma muy sencilla, que el Gobernador lo designe, de acuerdo a un parámetro técnico que viene en la propia ley; pero la forma de designar al titular como menciona el diputado Ariel, puede ser motivo de creatividad, de colaboración de poderes, cómo decida esta Soberanía, eso no tiene mayor importancia; pero lo que sí es significativo, es que el hecho de que tengamos personas privadas de su libertad, que no sea necesario mantenerlas en prisión, sale más caro al Estado de México, que tenerlos supervisados y en externación e inclusive eso genera una conciencia social mayor y sobre todo, un esquema de supervisión que hoy no se tiene, hoy no se lleva un registro por no sé qué razones, seguramente la Fiscalía lo podría explicar; pero yo lo explicó en el sentido de que la habitualidad y la reincidencia, ya no son temas a considerar para la imposición de la pena, porque se trata del derecho penal de acto y no de autor, esa es la tendencia contemporánea, que incluso, han fijado mediante jurisprudencia los Tribunales de la Federación, si un juez quiere imponerle a una persona sanción mayor por el hecho que es un reincidente, esa no se justifica y le considerarían el amparo para que se le pusiera una sanción diversa. 
	En este caso, tendríamos nosotros la estadística necesaria para establecer una verdadera política criminal del Estado de México e inclusive, que va a tono con el proyecto que hemos anunciado en el Poder Judicial de un repensamiento del Código Penal del Estado de México para partir de ahí, crear una propuesta de política criminal integral del Estado de México, con base en datos reales, sustentables, con base en la experiencia de las juezas, jueces, magistradas, magistrados que integran el Poder Judicial y que conocen el pulso y desde luego con la participación y la opinión de la Fiscalía. Cerrar el círculo con este esquema y tener los datos de la preliberación y sobre todo el comportamiento de los PPL’s ya en libertad, aunque sea una libertad provisoria, no una libertad definitiva, nos permitiría evaluar la mejoría social y desde luego, hacer una cuantificación del ahorro que esto signifique para el Estado de México. 
Ese sería y gracias diputado Ariel Juárez por sus comentarios que siempre es un gusto dialogar con usted. Gracias.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias por su respuesta magistrado Presidente.
	Tiene el uso de la palabra el diputado Adrián Juárez.
DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Muchísimas gracias diputado Presidente.
	Vuelvo a dar la bienvenida al Magistrado Doctor Ricardo Alfredo Sodi Cuellar, muchas gracias doctor por su presencia.
Ya hemos platicado en diferentes ocasiones y quiero también felicitarlo por esta iniciativa, felicitar a su equipo de trabajo que hoy lo acompaña y seguramente a todas las personas que han tenido que ver en la elaboración de esta iniciativa que como ya lo mencioné, muchos de mis compañeros, al final de cuentas; creo que son varios temas los que toca, alguna vez platicamos la necesidad del poder tener las mesas, justamente de trabajo para que las iniciativas que esta Legislatura propone y aprueba, sean iniciativas que se ajusten a la medida de lo que requiere en este caso, el Poder Judicial, porque si no muchas veces es una carta a los reyes magos, son puros deseos de buena voluntad; pero no tienen un tema presupuestario como aquí se habló o no cumplen justamente con la realidad que todos los días ustedes enfrentan ya en la labor de la Administración de la Justicia.
	Yo quiero solamente comentar, esto me parece perfecto, porque es un tema de justicia, por qué justicia, porque al final de cuentas, el que se reconozca la presunción de inocencia y el que haya parámetros para que se tenga el riesgo objetivo de fuga, permite que quien va a hacer que los PPL’s puedan llevar en libertad su proceso y eso como ya se dijo aquí, eso ayuda, también es un tema presupuestario, ya lo comentó, son millones de pesos, los que se van a ahorrar, los ciudadanos que pagan impuestos, todos los que pagamos nuestros impuestos, vamos a ahorrarnos ese dinero que hoy se gasta, en el que se puede redirigir, por supuesto para escuelas, para temas de seguridad, para muchas otras cosas; pero aparte, un tema importantísimo, quienes hemos visitado los Centros de Reinserción Social, quienes hemos sido y hemos estado ahí, el hacinamiento que hay, por supuesto que va contrario a otro tema que es importantísimo y que hoy, se hace en todos lados, se pregona mucho el tema de los derechos humanos, es inhumano, es cruel, la forma en que las personas privadas de la libertad, los PPL’s viven en los Centros de Reinserción Social
 Entonces, por supuesto que estos temas son importantísimos y al final de cuentas, usted dijo que es más barato, es más barato en todos los sentidos. En un tema de justicia, porque quién entra, un joven que entra porque acompañó a alguien y esas personas cometieron un ilícito y luego todos entran y al no haber presunción de inocencia o al no permitir esta modalidad, tienen que llevar adentro del Centro de Reinserción todo su proceso y posteriormente, la vida les cambia, la vida les cambia y no hay forma después de que se pueda regresar ese tiempo, no hay forma de que quien al final sale absuelto, pueda regresarle los 6 meses, el año, los 2 años que perdió de vida.
Entonces, yo quiero felicitarlos, por supuesto, por esta iniciativa y si así lo decide esta comisión, y si así lo decide el Pleno de esta Legislatura, que tengan la certeza que será para bien de los derechos humanos, de la economía del Estado; pero principalmente de la presunción de inocencia de quienes hoy son privados de la libertad. Independientemente que ha sido un tema que hemos platicado muchas veces, de buscar medidas de caución, alternativas justamente para poder deshacernos o poder liberar, despresurizar el problema de hacinamiento que tenemos en todos los penales.
Muchísimas gracias por su presencia, muchísimas felicidades a todos, quienes hoy nos acompañan, que vienen justamente del Poder Judicial y sepan que en el Poder Legislativo tienen aliados en los que siempre vamos a estar con la mano dispuesta para pasar lo que sea en beneficio de los mexiquenses. Es cuanto diputado Presidente.
PRESIENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. ¿Me permite? 
Le damos las gracias al diputado Adrián Juárez y le vamos a dar la palabra al magistrado y después le damos la palabra diputado. Sí, adelante Magistrado.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Muchas gracias diputado Adrián Juárez.
Los justiciables que obtengan estos beneficios, se les va a seguir vigilando; pero a un costo mucho menor, o sea, no quedan sueltos, no quedan libres, sino que siguen siendo vigilados.
Hay un símil en la materia militar, cuando un militar está sujeto a una medida cautelar y sometido a un proceso, los militares tienen una institución que se llama La Lista de Sueltos, así le llaman desde hace 200 años, La Lista de Sueltos ¿Qué significa? Que tienen que seguir pasando lista, que tienen que seguir pasando revista, que tienen que seguir asignados a una función y que los están controlando. Aquí vamos a hacer lo mismo, nada más que a un costo infinitamente menor y como usted bien dice, un costo no sólo económico, social, político, de seguridad y de tutela de los derechos humanos menor. Ahí es un ganar, ganar, en todos sus sentidos. Muchas gracias diputado.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias Magistrado.
Tiene el uso de la palabra el diputado Gerardo Lamas.
DIP. GERARDO LAMAS POMBO. Gracias diputado Presidente.
Como todos, le doy la bienvenida al Magistrado Presidente y lo felicito por estar siempre dispuesto, siempre atento a presentar iniciativas que mejoren nuestro sistema judicial, nuestro sistema penitenciario y demás cosas con las que usted y su equipo se involucran acertadamente.
Yo, como todos o como casi todos aquí, estoy de acuerdo en lo que se está proponiendo; pero quise aprovechar el foro, para regresar un poquito y externar una preocupación que he externado ya anteriormente.
Esta parte, lo que se está proponiendo hoy, lo entiendo perfectamente y ayudaría a aplicar leyes, a aplicar beneficios que ya existen, como es la prelibertad, no estamos intentando legislar que exista la prelibertad. La prelibertad ya existe y lo único es que se cree, creemos que no está siendo aplicada en los suficientes casos como se podría aplicar. Esto está bien, lo veo perfecto; pero aprovecho este foro y adelanto que, si hay viabilidad financiera y si después de un estudio un poquito más exhaustivo, las cosas siguieran estando como me parece que son, contará con mi voto a favor.
Pero quiero aprovechar este foro para para externar nuevamente una preocupación y es la preocupación de que, porque el sistema penitenciario está saturado, tenemos que sacar personas privadas de la libertad a la calle. Sí en algunos casos; pero no en todos. Yo entiendo que fue un tema más didáctico que otra cosa, más un ejemplo que otra cosa; pero el pensar que los 770 PPL’s que compurgaron su condena de principio a fin, pudieron haber salido pre liberados, de entrada, se me hace peligroso el simple hecho de decirlo.
Ya tenemos el tema de la amnistía, ya tenemos muchas cosas y sí es una preocupación, en lo personal, cada cabeza es un mundo. De hecho, creo que la mayoría de mis compañeros diputados no piensan como yo, pero por eso somos una Cámara plural.
Yo sí veo peligroso que estemos en una tendencia tan marcada hacia querer sacar a los PPL’s a la calle a como dé lugar, que si son 4 mil son pocos, hay que sacar 8 mil o hay que sacar a la mitad o de una vez los sacamos a todos y entonces hacemos de los Centros Penitenciarios escuelas. Obviamente estoy siendo exagerado a más no poder; pero sí yo les encargaría a todos nuestros compañeros diputados, desde luego al magistrado Presidente en esta parte, porque además yo sé que no es su facultad, ni lo sería aún con esta iniciativa; pero también se habló el tema de la capacitación que ustedes en un convenio podrían estar capacitando a la gente que formará parte de esta unidad.
Entonces, yo si bien estoy de acuerdo, muy de acuerdo, sí creo que la capacitación tendría que ir muy clara y muy enfocada a que no se trata de números y de poner en libertad a la mayor cantidad posible, no, se trata de que sólo los que realmente, como usted lo ha dicho objetivamente, se ha repetido varias veces la palabra objetivamente, a los que objetivamente no generen un peligro. 
Y me queda claro Magistrado Presidente que ese es el espíritu de la ley. Ese es el espíritu de la iniciativa. Lo que me preocupa es la ejecución y ahí debemos todos de estar atentos a que no pierda el objeto real y se convierta nada más en un tema de números para festejar; porque además hoy, pareciera que los políticos un triunfo es, mientras más gente haya salido de la cárcel anticipadamente, mientras más gente se le haya dado amnistía, mientras más gente; pareciera un triunfo y yo no necesariamente estoy de acuerdo. Que salgan a la calle sólo los que lo merecen y si son 500, que sean 500 y no estar tratando de generar números por un tema político, que sé que no es su intención, usted es probablemente el que menos interés político como tal en esta mesa, tiene lo suyo, es muy pues de derecho técnico; pero luego cargamos con esas banderas.
Es cuanto. Gracias.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias diputado Gerardo Lamas. Tiene el uso de la palabra Magistrado Presidente.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Muchas gracias diputado Lamas. Sí, efectivamente, a veces llevar los ejemplos al absurdo son muy buenos porque es una técnica también de discusión y de análisis. 
Lo que está ley propone es que hay un organismo técnico, autónomo que determina el riesgo objetivo de fuga; pero eso no significa que los jueces dejan de ejercer su función y en automático tienen la libertad, tiene que ser motivo de un escrutinio judicial, un escrutinio judicial estricto, pero con base en elementos técnicos que hoy por hoy no tenemos, porque el juez lo que puede hacer y lo hace; es decir, a ver vamos a mandar trabajadores sociales de los mismos que tienen el Poder Judicial, hazme un análisis de riesgo objetivo de fuga, no es lo de ellos porque no están capacitados para ello, hemos capacitado ahí a matacaballo algunos para que sepan y tengamos esta situación resuelta, pero no es ni lo indicado, ni lo adecuado, ni lo suficiente. El juez no, no renuncia a esa potestad de decir sí salen o no salen; pero aquí yo aplicaría un principio, cuando en las clases que yo he dado en la universidad me preguntan qué es ganar un caso, es lograr que a tu cliente no le pongan ni de más ni de menos, ni de más ni de menos; yo creo que el espíritu de esta ley es que alguien purgue su pena, pero ni de más ni de menos y para eso necesitamos un riesgo objetivo de fuga, para que nadie lo cumpla de menos; pero tampoco que lo cumplan de más. 
Y tristemente ahora, con la ausencia inclusive de un cuerpo suficiente de defensores públicos, una vez que un PPL, un justiciable sentenciado y se convierte en PPL ya formalmente, ya carece de toda supervisión, de todo apoyo profesional y ahí se queda, en la cárcel a la autoridad penitenciaria no va a estar pendiente de ver si ya compurgó, sino compurgo, si compurgo, sí claro; pero si tiene derecho a una liberación o no la tiene, ni les importa, ellos ven que cumpla de principio a fin y no tener un día de más en la cárcel, porque eso significa una responsabilidad para ellos; pero sí tiene derecho a una preliberación nadie se lo dice, nadie se los hace ver, nadie está pendiente de la ejecución formal de esto,  el juez, no es su función, porque el juez no es su abogado, el juez está supervisando la ejecución de la pena y eventualmente podría decir, a ver, en este caso tiene derecho a una preliberación, necesito un estudio de riesgo objetivo. 
Quién lo hace, el juez oficiosamente pide la prueba o se la solicita vía oficio a esta unidad, ese es el objetivo que nadie cumpla una pena ni de más; pero tampoco de menos y también generar las condiciones para que la Industria Penitenciaria como tal ayude a generar a los propios PPL’s, a los justiciables que ya fueron sentenciados una fuente de ingreso y de inserción laboral cuando salgan y ese es también otro de los objetivos de esta unidad que se generen las condiciones y los convenios con diferentes empresas para que las personas privadas de su libertad no estén ociosas, sino que se reinserten, se inserten con el trabajo, con el deporte, con la educación, muchos PPL’s terminan la primaria, la secundaria, la preparatoria y unos que hacen esta carrera; pero si eso se agregaría a que una persona tuviera un trabajo al interior de un Centro de Prevención Social y pudiera al salir contar con una cantidad de dinero que se la ganó, no se le da hasta que salga o preliberado para reiniciar y con un trabajo, eso va a facilitar enormemente su inserción social y estoy convencido de que va a incidir no sé cuánto; pero va a incidir en el abatimiento de la delincuencia. 
Por eso cuando cambié mi lenguaje; yo usaba reinserción social y es lo que he usado por años, pero recientemente tuvimos una experiencia de colaboración con Costa Rica y viajamos a Costa Rica a un Congreso Internacional sobre Justicia Terapéutica, donde el Estado de México es vanguardia, por cierto, en justicia terapéutica, es aquella que juzga a las personas que cometen delitos, bajo el influjo de drogas o alcohol y allá en Costa Rica hicieron un ejercicio similar al que estamos proponiendo acá, donde las empresas se asocian o se alinean con el sistema penitenciario, capacitan a las personas, ellos tienen, obviamente la empresa tiene un beneficio, un beneficio importante y cuando salen las personas, si se cumple con el  riesgo objetivo de fuga, con el riesgo objetivo de inserción; entonces, regresan a trabajar esa empresa, salen con trabajo, o sea, es el mismo trabajo que tenían estando privados de la libertad, salen y es el mismo trabajo. La víctima recibe un pago de reparación del daño que se le va descontando mes a mes la familia del PPL, del justiciable recibe también una cantidad, porque a veces la necesidad económica es tremenda para cualquier persona que está privada de su libertad. Y efectivamente, podría ser un ganar, ganar, claro, estoy hablando muy a futuro, pero se tiene que empezar con un primer paso y el primer paso es la creación de esta Unidad Desconcentrada de la Secretaría de Justicia, con autonomía técnica y de gestión, que empiece a sentar las bases para una efectiva inserción social de los PPL’s, siempre cuidando el aspecto presupuestal económico de funcionamiento de esto se tiene que justificar, sino como, dijo el diputado Faustino, sería incrementar una estructura sin una necesidad y eso no sería adecuado, estaríamos creando una estructura con un ahorro sustantivo y así es como se justificaría esta nueva unidad, que sería la propuesta del Poder Judicial que se tiene que justificar para que sea presupuestal y socialmente rentable, presupuestariamente rentable, de tal manera que se ahorra la sociedad mexiquense los contribuyentes parte del mantenimiento que se da a los PPL’s y socialmente rentable porque se genera un abatimiento de potenciales delincuentes o reincidentes en la Comisión de Delitos y sobre todo que se les mantenga vigilados porque es otra cosa, no quedan sueltos, quedan vigilados, supervisados por esta unidad hasta que conformen su sentencia y ahí ya no hay obligación por parte del Estado de vigilar, ni ellos tengan por qué padecer esa supervisión; pero sería una condicionante para otorgar y los jueces no claudicaron en su facultad de decir a pesar del riesgo objetivo, no lo considero por X, Y, o Z; razones que tengo que motivar y justificar en mi resolución. Así, así sería la propuesta y le agradezco mucho sus comentarios y muchas gracias por sus palabras y por su apoyo. Gracias.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Antes que nada, agradecer también la presencia como diputado asociado al diputado Max Agustín Correa, gracias por acompañarnos y tiene el uso de la palabra el diputado Martín Zepeda.
DIP. MARTÍN ZEPEDA HERNÁNDEZ. Muchas gracias, bienvenido a esta “Casa del Pueblo”. 
La verdad es que es un placer recibirlo en estas comisiones y estamos viendo con muy buenos ojos esta esta propuesta, lo cual también queremos y que estamos a favor del Marco Jurídico en favor de los derechos humanos y sería muy importante también contar con el punto de vista de las Comisiones de Finanzas, Derechos Humanos, Justicia, ya que este marco jurídico incluye mucho y como usted nos explica muy bien, es un tema multifactorial, el cual debemos de estar al pendiente y cubrir todas las expectativas de las comisiones que puedan corresponder para poder nutrir muy bien esta propuesta.
 Sería cuanto y bienvenido a todas y gracias por su presencia.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PEREZ. Tiene el uso de la palabra el Presidente del Tribunal Superior de Justicia.
DR. RICARDO ALFREDO SODI CUELLAR. Muchas gracias, diputado. 
Le agradezco mucho sus comentarios y yo estaré atento a lo que decida esta Soberanía para explicar el contenido y aportar y apoyar lo más que pueda por parte del Poder Judicial a la toma de las decisiones que ustedes tengan a bien determinar.
Muchas gracias.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Gracias Magistrado Presidente. Han finalizado las intervenciones, diputado Presidente.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PEREZ. Gracias Secretario.
De nueva cuenta agradecemos la presencia y participación del Magistrado Doctor Ricardo Alfredo Sodi Cuellar, Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México y del Consejo de la Judicatura del Estado de México. Muchas gracias por su exposición y respuestas. 
Este ejercicio de colaboración institucional es muy valioso para los trabajos que desarrolla esta comisión legislativa, nos permiten ampliar la información y en su caso, aclarar dudas: pero sobre todo nos ayuda a decidir con objetividad de vida en una materia tan importante para la Administración de Justicia en el Estado de México. 
Igualmente, agradecemos la presencia de los servidores públicos del Poder Judicial que le acompañan. Muchas gracias.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Los asuntos del orden del día han sido concluidos.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PEREZ. Secretario registre la asistencia a la reunión.
SECRETARIO DIP. ALONSO ADRIÁN JUÁREZ JIMÉNEZ. Ha sido registrada la asistencia a la reunión.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PEREZ. Se levanta la Reunión Legislativa de Procuración y Administración de Justicia, siendo las diecisiete horas con veintidós minutos del día martes seis de diciembre del año dos mil veintidós y se pide a sus integrantes quedar atentos a la próxima convocatoria para continuar con los trabajos sobre esta iniciativa. Muchas gracias y buena tarde a todas y a todos.
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